PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No_________   DE 2012

“Por el cual se deroga el Acto legislativo 01 de 2011 y se adiciona un parágrafo al artículo 375 de la constitución Nacional”

El Congreso de Colombia

RESUELVE

Artículo 1°. Deróguese el acto legislativo 01 de 2011
​​

Artículo 2°. Adiciónese un parágrafo al artículo 375 de la Constitución nacional, el cuál quedará así:

Parágrafo: El quórum requerido para debatir y votar actos legislativos, se tomará sobre la base de aquellos congresistas que no presenten conflicto de interés o que no se les haya aceptado impedimento.
Artículo 3°. Este acto legislativo rige a partir del día de su promulgación.

Luis Carlos Avellaneda Tarazona

CONSIDERACIONES

El hombre como ser racional, ha implantado dentro del ámbito de su  entorno y como necesidad de regular la conducta y las relaciones de personas que reúnen las mismas características sociales, culturales, regionales o económicas,  parámetros que facilitan el modus vivendi de estas y que deben ser acatados  a cabalidad, so pena de asumir las efectos que se puedan derivar de su desobediencia. Nos referimos a la ley, la cual se determina como un  precepto jurídico expedida por autoridad competente, que manda o prohíbe algo y que  tiene un interés general, cuyo incumplimiento trae aparejada una sanción.

Es precisamente al Congreso de la República,  a quién se le impone  la responsabilidad de hacer la ley y  cuyos integrantes como constituyentes derivados, obedeciendo la voluntad emanada del pueblo,    deben velar precisamente por regular situaciones que afectan o interesan a la generalidad de los habitantes del país, por encima de intereses particulares que puedan favorecerlos directamente.

De esta manera, si dentro del trámite de aprobación de un proyecto de ley,  el congresista llegare a observar, que puede obtener algún tipo de  favorecimiento o beneficio personal, ya sea moral o económico y que vaya en detrimento del interés general al cual debe supeditarse, deberá declararse impedido para participar de la discusión y votación del mismo, dando nacimiento a la figura denominada conflicto de intereses. El artículo 182 constitucional reza:

“ARTICULO 182. Los congresistas deberán poner en conocimiento de la respectiva Cámara las situaciones de carácter moral o económico que los inhiban para participar en el trámite de los asuntos sometidos a su consideración. La ley determinará lo relacionado con los conflictos de intereses y las recusaciones.”

De otro lado en la ley 144 de 1994, por la cual se establece el procedimiento de pérdida de la investidura de los congresistas,  se establece en su artículo 16 la definición del conflicto de intereses así: 
“ARTÍCULO 16. CONFLICTO DE INTERESES. Definición: Los Congresistas que dentro del año inmediatamente anterior a su elección hayan prestado servicios remunerados a gremios o personas de derecho privado sobre cuyos intereses o negocios incidan directamente actos que se encuentren al estudio del Congreso, deberán comunicarlo por escrito a la Mesa Directiva de la respectiva Corporación para que, decida si los Congresistas aludidos deben abstenerse de participar en el trámite y votación de dichos actos.”

De igual manera, en consulta elevada por el Señor Ministro del interior y de  Justicia, a la sala de consulta y servicio civil, de fecha 15 de abril de 2008 y con ponencia del doctor Luis Fernando Álvarez Jaramillo, sobre el tema adujo: 

“El conflicto de intereses: Es una institución de transparencia democrática que por su alcance y fundamento debe analizarse en forma concreta”.

“2.1 Noción. En términos generales es aquella cualidad de concurrencia antagónica entre el interés particular y el interés público que afecta la decisión a tomar y obliga a declararse impedido a quien deba tomarla.

 2.2 Finalidad. El instituto del conflicto de intereses trata de impedir que prevalezca el interés privado del congresista sobre los intereses públicos, el cual, prevalido de su influencia, podría obtener provechos indebidos para si o para terceros, es decir, evitar favorecer intereses que no sean los relativos al bien común o que la imparcialidad de sus decisiones  se comprometa y distorsione por motivos personales o particulares. Se trata así de un asunto inherente al fuero interno del congresista, a un aspecto esencialmente subjetivo, el que de existir y no ser manifestado conforme al reglamento, da lugar a la recusación.

2.3 fundamento. De allí que el fundamento del impedimento radica en que: a) el conflicto de interés afecta la transparencia de la decisión-para el caso, la motivación del voto-en efecto, en toda decisión siempre debe haber, en forma inequívoca, un solo interés: el interés general de la ley. Por tanto, en caso de conflicto se mezclan el interés privado y el público, con lo cual queda en duda cual fue el interés dominante. b) En que el impedimento evita que la decisión sea determinada por el interés particular en detrimento del interés público.

2.4 Necesidad de análisis en cada caso particular: La sala estima conveniente advertir que el tema, de por si complejo, requiere para su tratamiento del análisis de cada caso concreto pues la conducta humana admite de manera necesaria matices y, por tanto, el instituto del conflicto de intereses, al ser del resorte del fuero interno, debe ser valorado con especial cuidado para no vulnerar los derechos del congresista o hacer inanes los alcances de la ley”

El reglamento interno del congreso (ley 5 de 1992), en su artículo 286, establece cuando un congresista debe declararse impedido al expresar:
“ARTÍCULO 286. APLICACIÓN. Todo Congresista, cuando exista interés directo en la decisión porque le afecte de alguna manera, o a su cónyuge o compañero o compañera permanente, o a alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad o primero civil, o a su socio o socios de derecho o de hecho, deberá declararse impedido de participar en los debates o votaciones respectivas.”.

Quiere decir la anterior norma transcrita, que la figura del conflicto de intereses, no solamente afecta al congresista cuando éste se ve directamente ligado al proyecto de ley que se tramita, sino también cuando favorece a sus parientes dentro de los rangos especificados por  la ley; Situación ante la cual, y según mandato exigido en el artículo 291 de la ley 5 de 1992, deberá declararse impedido para participar en la discusión y votación del proyecto, al encontrarse incurso en alguna causal que le ocasione conflicto de intereses asi:

“ARTÍCULO 291. DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTO. Todo Senador o Representante solicitará ser declarado impedido para conocer y participar sobre determinado proyecto o decisión trascendental, al observar un conflicto de interés.” 

La figura del conflicto de intereses, se instituye con la finalidad de evitar que Senadores y Representantes a la Cámara, a través de maniobras legales dentro del órgano legislativo, puedan lucrarse o recibir algún tipo de beneficio personal, en menoscabo de los derechos de  la sociedad en general, contrariando un importante principio  expresado en nuestra carta constitucional en su artículo primero,  como es “La primacía del interés general”, inhibiendo la posibilidad de la consecución del bién común.

Ahora bién,  es claro que los congresistas tienen la calidad de ciudadanos y que como tal son sujetos directos de las leyes que ellos mismos aprueban, por tal razón, no sería sensato hacer extensiva la anterior regla en el sentido estricto, hasta el punto de impedir la participación activa de estos en la discusión y votación de las leyes, ya que produciría un colapso en la actividad legislativa, sin beneficio alguno para el interés general ni para a defensa de la moralidad pública en el órgano legislativo.

El Consejo de Estado, Sala Plena de lo contencioso Administrativo, en sentencia del 24 de agosto del 2010, con ponencia de la doctora Marta Teresa Briceño de Valencia expresó “no  existe interés particular cuando el proyecto en cuestión “sería aplicable a todos los ciudadanos…”. En cambio, el congresista tendrá un interés particular cuando el proyecto de ley genere en su favor “una posición de desigualdad frente a los demás congresistas o ciudadanos”. Así mismo afirma esta providencia que “el interés supremo y constitucional que da sustento a la existencia del conflicto de intereses, desarrollado en la ley 5 de 1992, tiene por finalidad que todas las actuaciones de los miembros del congreso se realicen consultando la justicia y el bién común y dentro de cánones estrictos de probidad y transparencia”. Queriendo esto expresar, que la esencia de la figura del conflicto de intereses, es que no exista un detrimento del interés general sobreponiendo el interés particular de los congresistas.

De la misma manera, en  pronunciamiento de la sala de consulta y servicio civil, del Consejo de Estado, de fecha  15 de mayo de 2008 y con ponencia del doctor Luis Fernando Álvarez Jaramillo, sobre el tema de impedimentos para participar en la votación de actos legislativos expresó:

“…cuando se trata de Actos Legislativos orientados a reformar disposiciones relacionadas con regulaciones expresas de conductas, como parece suceder en el caso de la denominada "reforma política", no cabe duda que aunque formalmente se esté frente a un tema de rango constitucional, su contenido no difiere sustancialmente de aquellos que son propios de la ley, razón por la cual el tema relacionado con conflictos de intereses debe recibir idéntico tratamiento, como si se tratara de un proyecto de ley.”( negrillas y subrayas mías).

Y más adelante afirma: 

“De tal manera que el Congresista que tenga un interés directo en la decisión debe declarase impedido para participar en los debates o votaciones respectivas, sin que ello signifique que pueda ser reemplazado en su curul, sino que con autorización del Presidente de la corporación podrá excusarse de votar, como lo disponen los artículos 124, 286, 293 y concordantes de la ley 5a. de 1992; todo ello sin perjuicio del acatamiento que toda corporación de origen democrático debe tener respecto de las normas sobre conformación del quórum y mayorías (Artículos 145 y concordantes de la Carta).

De igual manera, en el mismo concepto se pronuncia sobre el caso de que el número de impedidos, afecte el quórum requerido para votar, así:

“En otras palabras, si el número de miembros de la corporación que se declaran impedidos por tener interés directo en el asunto que es objeto de debate, es tal, que resulta imposible ajustar el quórum y las mayorías que se requieren para la decisión, habría que afirmar que la Corporación no puede pronunciarse sobre dicho asunto, puesto que cualquiera otra interpretación contraría los principios constitucionales que garantizan los mínimos de pluralidad necesarios para respetar los fundamentos mismos de la representación democrática.” (Negrillas y subrayas mías).

De acuerdo a lo anterior, se certifica la importancia de la voluntad del legislador, al pronunciarse sobre la imposibilidad de participar de la discusión y votación de un determinado tema legislativo, al punto tal, que si disolviéndose el quorúm requerido para debatir, por presentarse varios impedimentos aprobados,  “habría que afirmar que la Corporación no puede pronunciarse sobre dicho asunto”.
Y es precisamente el  impedimento  como lo dije anteriormente, el acto mediante el cual el congresista, expresa su inhabilidad para votar sobre un determinado tema, dando a conocer así,  la relación directa y las consecuencias favorables que tendría en caso de aprobarse el proyecto en discusión. Precisamente la Corte constitucional, en sentencia C-337 de 2006, sobre  tal aspecto expresó: 

“Por otra parte, ha de tenerse en cuenta que cada manifestación individual de impedimento obedece a consideraciones subjetivas sobre circunstancias eminentemente personales de los congresistas (artículo 291, Ley 5ª de 1992), lo cual permite distinguir cada situación de las demás en la medida en que cada congresista debe valorar, antes de manifestar un impedimento, si su situación particular tiene sobre su voluntad una incidencia tal que le impide participar en el trámite de una ley o, excepcionalmente, de una reforma constitucional. (…) Por lo anterior, es indiscutible que cada impedimento es diferente, pues obedece a la apreciación subjetiva de circunstancias personales de un congresista que “cree” estar impedido, y por lo mismo, alejado de los principios de transparencia y objetividad que deben regir en el ejercicio de sus funciones.”  (Negrillas y subrayas mías).

Por tal razón podemos afirmar, que si el beneficio otorgado al congresista  por el proyecto de Acto legislativo aprobado, es de carácter general, no incurriría en conflicto de intereses, pero por el contrario, si se demostraré que este beneficio  es directo y personal en contraposición con el derecho de igualdad, que protege a todos los conciudadanos en un Estado social de derecho, deberá declararse impedido, por tal razón, al presentarse una situación personal, que impida la participación de uno o varios  congresistas en la aprobación de una acto legislativo determinado, deberá hacerlo saber.

En cuanto al proyecto de Acto legislativo 17 de 2010 senado, 090 de 2010 Cámara, que dio origen al Acto legislativo 01 de 2011, el ponente, en sustentación de ponencia para primer debate, hace alusión a un aparte de la sentencia C-1040 de 2005 así:

“Para esta Corporación, al igual que lo ha sostenido el Consejo de Estado, al pronunciarse sobre demandas de pérdida de investidura de congresistas, la regla general es que no cabe plantear impedimentos o recusaciones por conflicto de intereses con motivo del trámite de una reforma constitucional; estas figuras únicamente son procedentes en casos excepcionales en los que aparezca claramente demostrada la existencia de un interés privado concurrente en cabeza de un miembro del Congreso”. (Subrayas y negrillas mías).

Como podemos observar, de  la interpretación del aparte emitido por la corte constitucional, y que se toma como fundamento en la ponencia para primer debate en Senado, se certifica el motivo central que me motivó a presentar este Acto Legislativo, aquí se plantea como regla general que no caben impedimentos en reformas constitucionales, pero se hace la excepción,  es decir que no siempre operará la libertad de votación, sino que, cuando “aparezca claramente demostrada la existencia de un interés privado”, el congresista deberá presentar el debido impedimento, so pena de ser investigado por un posible conflicto de intereses.

Ahora bién, durante el desarrollo del debate del proyecto de Acto legislativo 17 de 2010 Senado, 090 de 2010 Cámara, que como lo dijimos anteriormente, dió origen el Acto legislativo 01 de 2011, norma que pretendemos derogar mediante la presente iniciativa, el senador Luis Carlos Avellaneda, presentó su oposición al mismo, argumentando que este era inconveniente y regresivo,  ya que durante la discusión y aprobación de un acto legislativo, podrían presentarse conflictos de interes por parte de los legisladores,  situación que obligaría a presentar los respectivos impedimentos, pero el acto legislativo 01 de 2011, permitió que aún estando frente a un conflicto de interés, el congresista no debía declararse impedido, en tratándose del trámite de un acto legislativo.
Efectivamente y como lo había premeditado, tiempo después de aprobada la prenombrada norma,  durante la discusión y aprobación de la reforma a la justicia y amparándose bajo los efectos del Acto Legislativo 01 de 2011, un alto número de congresistas, que se encontraban investigados penalmente, o con procesos de pérdida de investidura o con procesos disciplinarios en curso y por ende impedidos a la luz de la constitución del 91, para votar esta reforma, se favorecieron en gran medida, al anteponer al interés general sus intereses particulares, convirtiéndose así esta reforma, en una línea gruesa de inmoralidad y antieticidad.
De igual manera podemos deducir,  que desde sus inicios, esta reforma al artículo 183 constitucional, ya tenía nombre propio, “reforma a la justicia”, constituyéndose su bochornosa aprobación, en la debacle del congreso de la República ante la opinión pública, en donde la moral y la ética perdieron su esencial significado, demeritando la verdadera labor del legislador como gestor primario de  la ley,  Precisamente el exsenador de la República Dr Darío Martínez Betancourt, en la columna opinión del espectador,  de fecha Marzo 12 de 2012, y titulada “Constitución, moral y conflicto de intereses” expresó:

 “El derecho se legitima por su esencia moral y por ser la expresión de lo justo. Su fin último es dignificar a la persona. La separación total entre moral y derecho está superada. Entre los dos existe una estrecha relación por regular ambos la conducta humana”

“La moral, especialmente en lo social, en la Constitución de 1991 dejó de ser un concepto metajurídico y pasó a formar parte de la norma jurídica en varios casos, a saber: art. 34, al consagrar la extinción del dominio sobre bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito con grave deterioro de la moral social; art. 209, cuando establece la moralidad como uno de los principios de la función administrativa; art. 67, que estatuye como obligación del Estado velar por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos, y art. 182, al determinar el conflicto de intereses en que pueden incurrir los congresistas por situaciones de carácter moral o económico.”

El concepto de moral pública, fué degradado por la promulgación del  acto legislativo 01 de 2011, surtiendo su efecto mayor durante el desarrollo del trámite de la reforma a la justicia,  ya que permitió que congresistas investigados penalmente y por ende  inhabilitados para hacer parte del debate, removieran  libremente  las bases de la organización y funcionamiento del Estado para favorecerse,  a sabiendas de que sus actuaciones los obligaban a presentar los respectivos impedimentos, so pena de incurrir en conflicto de intereses, violentando además el régimen de inhabilidades, incompatibilidades, prohibiciones y pérdida de investidura de los congresistas.
“Los alcances son imprevisibles”, aduje durante el debate de la reforma a la justicia, afirmando que “Por ejemplo, un congresista pedido en extradición puede votar su derogatoria para evitarla. El congresista procesado por algún delito tiene la facultad de modificar el sistema de investigación y juzgamiento para favorecerse, o con el mismo fin, cambiar el régimen económico y de la hacienda pública.”

Todo lo anterior nos ha llevado a proponer este proyecto de acto legislativo, que tiene como objetivo fundamental derogar el acto legislativo 01 de 2011, acto éste, que como bien es sabido, permitió no declarar conflictos de interés, ni declararse impedidos para el trámite de proyectos de actos legislativos, permitiendo de esta manera que, existiendo conflicto de interés, los congresistas pudieran debatir y votar dichos proyectos, aunque su interés por el proyecto estuviera presente y en consecuencia contradiciendo el principio general, según el cual los congresistas debemos votar conforme al interés general y no a intereses particulares que  en un momento determinado cubra a los parlamentarios 
De esta manera y si se aprueba el proyecto propuesto a consideración del congreso, volveríamos a la primigenia finalidad del constituyente de 1991, que bajo la efigie de la ética y la moral y frente a la existencia del conflicto de interés, ordenaba la necesidad de poner a consideración del congreso el impedimento respectivo para separarse del debate y trámite de los actos legislativos.
Finalmente, si al aplicar el presente acto legislativo, el número de congresistas impedidos afectaran el quórum requerido para discutir, éste deberá tomarse sobre la base de aquellos que no se encuentren incursos dentro un posible conflicto de intereses y sobre aquellos que habiendo presentado el respectivo impedimento, no se les haya aceptado.

Por las causas anteriormente expuestas, ponemos a consideración del honorable Congreso de la República el presente proyecto de acto legislativo, teniendo como fin armonizar el texto de nuestra carta política, con el espíritu del legislador del 91.
Atentamente
LUIS CARLOS AVELLANEDA TARAZONA    _________________________
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